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Santiago,  once  de Enero de dos mil veintitr sé

           
VISTOS:

En  presentaci n  de  16  de  junio  2021,  comparece  don  Marioó  

Armando Cortez Mu oz, abogado, en representaci n de don DAR O DELñ ó Í  

TRANSITO  LE N  L PEZ,  domiciliados  en  calle  Carmen  602,Ó Ó  

departamento 2611, comuna de Santiago, demandando en juicio ordinario 

de  indemnizaci n  de  perjuicios  en  contra  del  FISCO  DE  CHILE,ó  

representada por el Presidente del Consejo de Defensa del Estado, don Juan 

Antonio Peribonio Poduje, todos domiciliados en calle Agustinas N 1687,°  

comuna de Santiago, por la suma de $300.000.000, m s intereses, reajustesá  

y costas de la causa.

El actor relata en primera persona lo siguiente:

El 18 de septiembre de 1973, a eso de las 5:00 AM, camino por la“  

calle las Lilas, hacia el norte, con direcci n a mi trabajo a sembrar ma z, aló í  

potrero 5 del asentamiento.Es ese instante que una comitiva, en promedio 

de 15 veh culos, conformada por carabineros y civiles, descienden de susí  

respectivos veh culos y proceden a golpearme brutalmente con golpes deí  

pie, pu o, culatazos, palos, sin ninguna consideraci n, sin previas preguntas,ñ ó  

ignorando por completo mi escasa edad, de apenas 16 a os y lo peor deñ  

todo sin motivo alguno, debido a los golpes quede tendido en el suelo medio 

desmallado. Luego  de  la  golpiza,  que  me deja  muy  mal  herido  y 

aturdido,  me  lanzan  a  una  camioneta  C10,  en  donde  nos  dirigimos 

directamente a la casa del se or Cristian Cartagena, quien era profesor deñ  

la escuela de Chada que estaba en la casa patronales del fundo, es en esta 
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direcci n cuando nos topamos con el  capataz del  asentamiento,  Hern nó á  

Reyes, a quien no le hacen nada. Una  vez  ah  me  bajan  a  patadas,  aí  

palos y a culatazos de la camioneta, ignorando mi llanto, y mis suplicas, 

nuevamente caigo al suelo debido a los golpes, a lo que reaccionan con m sá  

golpes en mi contra, y trat ndome de llor n, de maric n, de poco hombre,á ó ó  

ya ten a la cara media hinchada, caliente y con sangre. í De la comitiva 

de veh culos descienden un promedio de 40 personas, y se dirigen a buscarí  

al profesor antes nombrado, y a m  me empieza a interrogar un sargento deí  

apellido Reyes, me pregunto qu  grupos ten a el profesor en la escuela, cuyaé í  

respuesta fue; que no sab a, que no conoc a ninguno, que el profesor es uní í  

hombre muy tranquilo, claro que no le gusto mi respuesta, y me peg  unó  

combo en la cara que me tiro al suelo, me levant  del suelo tom ndome deló á  

pelo y me peg  un combo en el est mago, trat  de protegerme pero otroó ó é  

sujeto me peg  una patada en la espalda que nuevamente me lanz  al suelo,ó ó  

mientras  era  apuntado  con  metralletas  y  pistolas.  Respecto  al  profesor, 

tardaron cerca  de  15 minutos,  y  entre  disparos,  lo  sacaron arrastrando, 

mientras este sangraba por la boca, nariz y o dos. Lo lanzan a un veh culo,í í  

y ah  lo dejan, mientras se desangra. Ellos van a en busca de otras personas,í  

a una no la encontraron, y luego siguieron en busca de unos hermanos a los 

que si encontraron, y sin ninguna compasi n los golpean, dej ndolos casió á  

ag nicos,  los  lanzan  al  mismo  veh culo  donde  mor a  el  se or  Cristi nó í í ñ á  

Cartagena, yo contin o en la camioneta C 10, giran hacia el este, en buscaú  

de Lisandro Le n, del cual no supieron, que yo era su hijo. Llegaron a laó  

casa, donde estaba solo mi madre, mi pap  estaba trabajando, hab a salidoá í  

de la casa antes que yo, entran rompiendo, gritando y desordenando todo 

en  busca  de  armas  inexistentes,  al  ver  que  no  encuentran  armas,  se 

marchan,  dejando  a  mi  mam  asustad sima  y  golpeada,  mi  dolor  eraá í  

enorme. Despu s me llevaron a la comisar a de Paine, pero cabe se alaré í ñ  

que antes de detenerme y golpearme a m , la misma caravana venia deí  

haber fusilado y dado muerte  a Carlos  Ch vez,  Luis  Ram rez,  Orlandoá í  

Pereira, Ra l Lazo y Alejandro Bustos quien se salv  milagrosamente muyú ó  

mal herido, estaba en manos de un grupo de asesinos. Llegamos  a  Paine, 

tiran  al  patio  a  los  hermanos  y  a  Cristi n  Cartagena,  quien  ya  estabaá  

inconsciente. A m  me dejan en un calabozo, no sin antes golpearme paraí  
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que dejara de llorar,  esa fue la ltima vez que vi el cuerpo de Cristianú  

Cartagena,  su  cuerpo  nunca  ha  sido  encontrado.  Me  tuvieron  en  la 

comisar a a base de agua, golpizas indefinidas y brutales, hasta perder elí  

conocimiento, en un momento perd  la noci n del espacio tiempo por laí ó  

cantidad de veces que perd  el conocimiento debido a las brutales golpizasí  

que me dieron, me amarraban de manos y pies y me golpeaban hasta que 

perd a el conocimiento, me pegaban palos en la cabeza, me pegaban coní  

cinturones en la espalda como latigazos poni ndome de rodillas para poderé  

golpearme, me orinaban encima, me amenazaban de muerte poniendo una 

pistola en mi cabeza, me quemaron con cigarros, me asfixiaron un pl sticoá  

que pon an en mi cara y lo apretaban contra mi cara, no pod a respirar yí í  

estaba amarrado, la desesperaci n que sent a era much sima, esto duro 8ó í í  

d as,  me  raparon  la  cabeza,  y  el  sargento  en  un  patrullaje  me  dejoí  

abandonado en el puente de Culitrin, bajo amenaza de que si me volv a aí  

ver, me matar a.í

No me tomaron declaraci n alguna, ni datos, ni nada, debido a lasó  

innumerables torturas, tengo escoliosis, entre otras cosas. Con esfuerzo logré 

llagar a mi casa que ya no nos pertenec a, porque fuimos expulsados delí  

asentamiento y nos dejaron en la calle a todos los izquierda y con parcelas y 

sitio a los de derecha.”

Indica que su representado fue reconocido como v ctima de violaci ní ó  

a los derechos humanos por el propio Estado, encontr ndose en el listado deá  

Prisioneros Pol ticos y Torturados, elaborado por las Comisiones Nacionalesí  

sobre Prisi n Pol tica y Tortura, conocidas tambi n como Informes Valech Ió í é  

y II.

Agrega que la prisi n pol tica y tortura constituy  una pol tica deó í ó í  

Estado  del  r gimen  militar,  definida  e  impulsada  por  las  autoridadesé  

pol ticas de la poca, el que para su dise o y ejecuci n moviliz  personal yí é ñ ó ó  

recursos de diversos organismos p blicos, y dict  decretos leyes y luego leyesú ó  

que ampararon conductas represivas. Claramente la vida de su representado 

fue  violentamente  interrumpida,  de  forma  que  cambi  para  siempre,ó  

interrupci n caracterizada por hechos tremendamente inhumanos, abusivosó  

y violentos, que lo transformaron en una v ctima, un sobreviviente de losí  
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agentes del Estado al servicio de la dictadura c vico-militar chilena. Lo m sí á  

grave es que este cambio no fue voluntario, sino que se debe a la actuaci nó  

del Estado a trav s de los agentes que financi  para tal efecto. Sobre losé ó  

fundamentos de derecho, se ala que la responsabilidad del Estado en Chileñ  

emana  de  los  perjuicios  que  provocan  y  causan  los  rganos  de  laó  

Administraci n, lo que est  reconocido en la Constituci n Pol tica y la Leyó á ó í  

de  Bases  Generales  de  la  Administraci n  del  Estado.  Este  principioó  

constituye una de las  piezas  maestras  del  sistema de relaciones  jur dicasí  

existentes entre la Administraci n y los ciudadanos. Hoy se admite que paraó  

sujetar  al  poder  p blico  al  imperio  de  la  ley  no  bastan  los  controlesú  

judiciales de legalidad de los actos administrativos ni los extrajudiciales de 

naturaleza pol tica o social. Es preciso que la Administraci n indemnice oí ó  

repare los da os que sus actividades causan a los particulares. ñ

No existe duda de que la funci n primordial de la responsabilidadó  

patrimonial de la Administraci n, en tanto civil, en general es y debe ser laó  

reparaci n  de  los  da os  que  pueda  producir  la  actuaci n  u  omisi nó ñ ó ó  

administrativa. As  lo entiende pac ficamente la doctrina, en cuanto lo queí í  

se persigue es la integridad patrimonial  de los particulares,  construyendo 

una  garant a  para  ellos  en  tanto  v ctimas.  Para  que  surja  el  deber  deí í  

indemnizar  es  preciso que se produzca una insuficiente  de la  prestaci nó  

efectivamente realizada frente al nivel ideal de la misma que resulta exigible, 

en funci n del an lisis circunstancial del caso. Refiere los art culos 6, 7 y 38ó á í  

inciso 2  de la Constituci n Pol tica y los art culos 1, 2, 3 y 4 de la Ley° ó í í  

N 18.575 sobre Bases Generales de la Administraci n del Estado. ° ó Esta 

ltima norma establece una responsabilidad directa del Estado por el da oú ñ  

que causen los rganos de la Administraci n en el ejercicio de sus funciones,ó ó  

o  con ocasi n  de  sus  funciones,  y  sea  que el  da o se  produzca  en unó ñ  

funcionamiento normal o anormal, regular o no, jur dico o, de hecho, de laí  

Administraci n, pues el legislador no distingue. As  se ha venido sosteniendoó í  

desde el a o 1986 como en el caso V squez Con Fisco. Consecuente conñ á  

esto,  responsabilidad  directa  del  Estado  o  Teor a  del  rgano,  existe  laí Ó  

norma del art culo 67 de la Ley Org nica de la Contralor a General de laí á í  

Rep blica,  que  confirma  a  nivel  normativo  dicha  responsabilidad.  Laú  

responsabilidad  del  Estado  tiene  su  fundamento  b sico  en  diversasá  
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disposiciones de rango supraconstitucional, constitucional y legal, lo que la 

Corte Suprema ha reiterado en fallos como Bustos Riquelme con Fisco de“  

Chile , Rol N 3.354-03, el 26 de enero de 2005 o Albornoz con Ortiz y” º “  

Fisco ,  Rol  N 4006-2003,  el  13  de  diciembre  de  2005,  entre  otros.” º  

Entonces, es totalmente ajeno el estatuto del derecho com n a los il citosú í  

contra los derechos fundamentales. 

Luego, se refiere lo sostenido por la doctrina administrativa sobre la 

responsabilidad del Estado que consagra nuestro ordenamiento jur dico yí  

posteriormente, se ala algunas caracter sticas de ella: ñ í

- La responsabilidad del Estado es una responsabilidad constitucional - 

no como la que se origina entre sujetos privados-. Es una en que corolario 

de la supremac a constitucional (art culos 6 inciso 3  y 7 inciso 3 ), no tiendeí í º º  

al castigo de un culpable, sino a que el ejercicio de la funci n estatal -queó  

tiende al bien com n- respete la Constituci n en su integridad y en plenitudú ó  

y, por tanto, se resarza, compense o restituya al tercero/v ctima de un da oí ñ  

cometido por el Estado en su actividad. 

- Est  constitucionalmente prevista y consagrada de modo gen ricoá é  

para todos los rganos del Estado (art culos 6 y 7) y de modo espec ficoó í í  

para todos sus rganos administrativos.ó

Luego,  agrega que el  hecho il cito de autos  es  un crimen de lesaí  

humanidad.  El  concepto  fue  definido  en  el  1  proyecto  de  C digo  de° ó  

Cr menes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad, el que cita. í

Con el avance del derecho internacional, se reconoce la vinculaci nó  

del jus cogens con los delitos de naturaleza de lesa humanidad. 

Fue la Convenci n de Viena sobre Derecho de los Tratados, de mayoó  

de  1969,  la  que  albergo  definitivamente  en  el  derecho  internacional  el 

concepto de un derecho imperativo o derecho obligatorio, denominado ius 

cogens. Cita al efecto los art culos 53 y 64 de dicho Convenio. El v nculoí í  

entre este derecho imperativo o derecho obligatorio con los cr menes de lesaí  

humanidad fue constatado simult neamente a trav s de la jurisprudenciaá é  

internacional, como por ejemplo, lo hizo la Corte Internacional de Justicia, 

en febrero de 1970, en el caso Barcelona Traction Light &Power Co., que 

reconoci  la  existencia  para  los  Estados  de  obligaciones  erga  omnes  enó  

relaci n con derechos fundamentales: ó
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En el mbito nacional, existe regulaci n vigente para entender cuandoá ó  

nos encontramos frente a un delito de lesa humanidad. As , el Estatuto deí  

Roma de la Corte Penal Internacional se ala en su art culo 7 los cr menesñ í í  

de lesa humanidad, y a nivel normativo legal, la Ley N 20.357. °

En suma, con claridad se est  en este caso frente a un il cito queá í  

constituye un delito de lesa humanidad, por lo cual el Estado no puede 

eludir su responsabilidad civil  por los padecimientos  y dolores  irrogados, 

evadiendo la normativa humanitaria internacional de naturaleza ius cogens. 

Aplicar el derecho com n a este tipo de casos resultar a un incumplimientoú í  

por parte del Estado de Chile a los Tratados Internacionales de Derechos 

Humanos  y  a  su  condici n  de  Estado  perteneciente  a  la  comunidadó  

internacional, as  como a los principios generales del Derecho Internacionalí  

de  los  Derechos  Humanos,  amparados  por  los  Tratados  Internacionales 

ratificados por Chile sobre la materia que obligan a la Naci n a reconocer yó  

proteger este derecho a la reparaci n ntegra, con arreglo a lo ordenado enó í  

los art culos 5 inciso 2  y 6 de la Constituci n Pol tica. Los art culos 1.1 yí ° ó í í  

61.1  de  la  Convenci n  Americana  estatuyen  que  la  responsabilidad  deló  

Estado  por  esta  clase  de  il citos  queda  sujeta  a  reglas  de  derechoí  

internacional, las que no pueden ser incumplidas a pretexto de hacer primar 

otros aspectos de derecho interno, afirmaci n que respalda con una serie deó  

fallos recientes que dan cuenta de la inaplicabilidad del derecho com n aú  

casos  como  la  acci n  deducida  en  la  especie,  entre  otros,  aquellosó  

pronunciados por la Corte Suprema, el 16 de enero de 2016, Rol ingreso 

N 10.775-2015.º

Se concluye seg n los ac pites expuestos en el cuerpo del libelo, queú á  

la normativa aplicable a la especie, tales como Declaraci n Universal deó  

Derechos Humanos, Convenci n de Viena sobre Derecho de los Tratados,ó  

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, Convenci n Americanaó  

de Derechos Humanos, Convenci n de Ginebra de 1949, Convenci n sobreó ó  

Imprescriptibilidad  de  los  Cr menes  de  Guerra  y  de  Lesa  Humanidad,í  

Reglamento de la Haya de 1907, Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Pol ticos, Resoluci n 2005/35 de 19 de abril de 2005 de la Comisi n deí ó ó  

Derechos Humanos, Convenci n sobre la Tortura y Otros Tratos o Penasó  

Crueles Inhumanos y Degradantes, Resoluci n N 60/147 de 21 de marzoó º  

Código: CVBBXDSGKDF

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-3515-2021
 

Foja: 1
de  2006  de  la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas,  Principios  y 

Directrices  B sicos  sobre  el  derecho  de  las  v ctimas  de  violacionesá í  

manifiestas  de  las  normas  internacionales  de  derechos  humanos  y  de 

violaciones  graves  del  derecho  internacional  humanitario  a  interponer 

recursos  y  obtener  reparaciones,  Pacto  de  San  Jos  de  Costa  Rica,é  

Constituci n Pol tica de la Republica y Ley N 20.357, entre otras, es deó í °  

derecho  p blico,  constituyendo  normativa  internacional  humanitaria  deú  

car cter jus cogen. En consecuencia, el Estado no puede pretender eludir suá  

responsabilidad en el presente caso, dado que atendido principalmente el 

art culo 5 de la  Constituci n ,  un l mite  a la  soberan a y por tanto alí ó í í  

derecho interno lo constituye justamente los derechos esenciales que emanan 

de la naturaleza humana, torn ndose inadecuada la aplicaci n del C digoá ó ó  

Civil  chileno,  que  entr  en  vigencia  en  1857,  para  resolver  casos  deó  

violencia internacionales, masivas y sistem ticas a derechos esenciales de uná  

sector de habitantes del Estado.

Finalmente, se refiere al da o moral proveniente de vulneraci n a losñ ó  

derechos fundamentales.

La mayor a de nuestra jurisprudencia considera que el da o moralí ñ  

consiste, equivale, y tiene su fundamento en el sufrimiento, dolor o molestia 

que el hecho il cito ocasiona en la sensibilidad f sica o en los sentimientos oí í  

afectos de una persona. Respecto de la prueba, tanto la doctrina como la 

jurisprudencia  mayoritaria  coinciden  en  se alar  que  el  da o  moral  noñ ñ  

requiere prueba. Seg n la opini n dominante, basta que la v ctima acrediteú ó í  

la lesi n de un bien personal para que se infiera del da o. En este sentido seó ñ  

ha  pronunciado  tambi n  la  Corte  Suprema.  Con  respecto  al  deber  deé  

responder  por  los  da os  irrogados  por  vulneraci n  de  los  derechosñ ó  

fundamentales, en el mbito internacional se encuentra el art culo 63.1 de laá í  

Convenci n Interamericana de Derecho Humanos, el que cita. ó

Es  claro  que  su  representado  fue  v ctima  de  detenci n  ilegal  yí ó  

arbitraria, crueles torturas, apremios f sicos y sicol gicos crueles, inhumanosí ó  

y deliberados. Fue v ctima de persecuci n y prisi n pol tica por agentes delí ó ó í  

Estado, siendo da ado en sus aspectos m s b sicos y trascendentes, todo loñ á á  

que le gener  un gran da o emocional, personal y laboral en su vida. Lasó ñ  
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vejaciones de las que fue v ctima han provocado que hasta hoy no puedaí  

llevar una vida normal a pesar de los esfuerzos que ha hecho para ello.

Solicita  en  definitiva  se  condene  al  Fisco  al  pago  de  la  suma 

$300.000.000, m s intereses, reajustes legales y costas. á

En atestado de 17 de mayo de 2022, consta notificaci n.ó

En presentaci n de 3 de junio de 2022,  ó la demandada contest  laó  

demanda, solicitando su rechazo, con costas. 

Opone  en  primer  t rmino  la  excepci n  de  reparaci n  integral.é ó ó  

Improcedencia de la indemnizaci n alegada por haber sido ya indemnizadoó  

el demandante. Se ala que el r gimen jur dico de este tipo de reparacionesñ é í  

por infracciones a los derechos humanos se posicionan dentro de la llamada 

justicia transicional . Agrega que desde la perspectiva de las v ctimas, la“ ” í  

reparaci n  de  los  da os  sufridos  juega  un  rol  protag nico  en  eló ñ ó  

reconocimiento de la justicia por tantos a os buscada. Lo anterior pues losñ  

procesos  penales  se  concentran  en  el  castigo  a  los  culpables,  no 

preocup ndose  del  bienestar  de  las  v ctimas.  Desde  la  perspectiva  delá í  

Estado, estas importan una compleja decisi n de mover recursos econ micosó ó  

p blicos  desde  la  satisfacci n  de  un  tipo  de  necesidades  p blicas  a  laú ó ú  

satisfacci n de otras radicadas en grupos humanos m s espec ficos y esteó á í  

concurso de intereses se exhibe normalmente en la diversidad de contenidos 

que las Comisiones de Verdad o Reconciliaci n proponen como programasó  

de reparaci n, los que incluyen beneficios educacionales, de salud, gestosó  

simb licos y otras medidas an logas diversas a la simple entrega de unaó á  

cantidad de dinero. En el caso chileno, el gobierno de Patricio Aylwin se 

aboc  preferentemente a una serie de objetivos de justicia transicional, entreó  

los  cuales  estaba  la  provisi n  de  reparaciones  para  los  afectados.  Laó  

Comisi n Rettig en dicho sentido propuso una pensi n nica de reparaci nó “ ó ú ó  

para los familiares directos de las v ctimas  y algunas prestaciones de salud.í ”  

Su  informe  sirvi  de  causa  y  justificaci n  al  proyecto  de  ley  que  eló ó  

Presidente envi  al Congreso y que deriv  en la Ley N 19.123 que cre  laó ó ° ó  

Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, en cuyo mensaje seó ó ó  

consign  en t rminos generales que se buscaba reparar el da o moral yó é “ ñ  

patrimonial que ha afectado a los familiares directos de las v ctimas . í ”
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En lo relativo a la forma en que se entendi  la idea de reparaci n, eló ó  

Ejecutivo  siguiendo  el  Informe  de  la  comisi n,  entendi  por  tal  "unó ó  

conjunto de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad que 

le cabe al Estado en los hechos y circunstancias que son materia de dicho 

Informe".  A dicha  reparaci n  ha  de  ser  convocada  y  concurrir  toda  laó  

sociedad chilena, en un proceso orientado al reconocimiento de los hechos“  

conforme  a  la  verdad,  a  la  dignificaci n  moral  de  las  v ctimas  y  a  laó í  

consecuci n  de  una  mejor  calidad  de  vida  para  las  familias  m só á  

directamente  afectadas".  Compensaci n  de  da os  morales  y  mejoraó ñ  

patrimonial,  son  as  dos  claros  objetivos  de  estas  normas  reparatorias.í  

Asumida esta idea reparatoria, la Ley N 19.123 y las dem s normas conexas° á  

(como  la  Ley  N 19.992  referida  a  v ctimas  de  tortura)  han  establecido° í  

distintos  mecanismos  mediante  los  cuales  concretar  esta  compensaci n,ó  

exhibiendo c mo nuestro pa s ha afrontado el complejo escenario de justiciaó í  

transicional.

Al  efecto,  se  puede  indicar  que  la  reparaci n  a  las  v ctimas  deó í  

violaciones a los derechos humanos se ha hecho principalmente a trav s deé  

tres tipos de compensaci n: transferencias directas de dinero; asignaci n deó ó  

derechos sobre prestaciones estatales espec ficas; y, simb licas. Todas ellasí ó  

buscan la reparaci n moral y patrimonial de las v ctimas. En cuanto a lasó í  

transferencias  directas  de  dinero,  estas  se  han  establecido  a  trav s  deé  

diferentes leyes, las que han significado al Estado altos costos generales, los 

que detalla en cuanto a pensiones por Comisi n Rettig y Comisi n Valech,ó ó  

bonos,  desahucio  y  bonos  extraordinarios,  las  que  a  diciembre  de  2019 

significaron el desembolso por parte del Fisco de $992.084.910.400. Desde 

una perspectiva indemnizatoria, una pensi n mensual tambi n es una formaó é  

de  reparar  un  perjuicio  actual.  La  sucesi n  de  pagos  por  la  vida  deló  

beneficiario no obsta a que pueda ser valorizada para conocer su alto valor 

compensatorio. Estas son una buena manera de concretar las medidas que 

la justicia transicional exige, obteni ndose compensaciones razonables queé  

est n en coherencia con las fijadas por los tribunales en casos de p rdidasá é  

culposas de familiares. 

Sobre las reparaciones espec ficas, da cuenta que el actor ha recibidoí  

beneficios pecuniarios al amparo de las leyes N  s 19.234 y 19.992 y susº  
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modificaciones. La ley 19.992 y sus modificaciones estableci  una pensi nó ó  

anual  de  reparaci n  y  otorg  otros  beneficios  a  favor  de  las  personasó ó  

afectadas por violaciones de derechos humanos individualizados en el anexo 

Listado de prisioneros pol ticos y torturados  de la N mina de personas“ í ” ó  

Reconocidas  como  V ctimas.  As ,  se  estableci  una  pensi n  anualí í ó ó  

reajustable  de  $1.353.798  para  beneficiarios  menores  de  70  a os;  de  $ñ  

1.480.284 para beneficiarios de 70 o m s a os de edad y de $ 1.549.422,á ñ  

para beneficiarios mayores de 75 a os de edad. Adicionalmente, el actorñ  

recibi  el  aporte  nico  de  reparaci n  Ley  N 20.874,  por  $1.000.000.-ó ú ó °  

Adem s, se refiere a las reparaciones mediante la asignaci n de derechosá ó  

sobre prestaciones estatales espec ficas, como por ejemplo, se concedi  a losí ó  

beneficiarios de la Ley N 19.234 como de la Ley N 19.992 el derecho a° °  

gratuidad  en  las  prestaciones  m dicas  otorgadas  por  el  Programa  deé  

Reparaci n y Atenci n Integral de salud (PRAIS) en Servicios de Salud deló ó  

pa s, el que cuenta con un equipo de salud especializado y multidisciplinarioí  

de  atenci n  exclusiva  para  sus  beneficiarios,  con  un  incrementoó  

presupuestario  constante.  Se  incluyeron  adem s  beneficios  educacionalesá  

consistentes en la gratuidad de estudios b sicos, medios o superiores, siendoá  

el  organismo encargado de orientar para el  ejercicio de este  derecho la 

Divisi n de Educaci n Superior del Ministerio de Educaci n. Asimismo, seó ó ó  

concedieron subsidios para el acceso a la vivienda. Parte importante de la 

reparaci n  por  da o  moral  causado  a  las  v ctimas  de  violaciones  a  losó ñ í  

derechos humanos se realiza a trav s de actos positivos de reconocimiento yé  

recuerdo, acciones que pretenden reparar a trav s de la satisfacci n a lasé ó  

v ctimas que en parte logre reparar el dolor y tristeza y con ello reducir elí  

da o moral.ñ

La doctrina se ha inclinado por estimar que la indemnizaci n deló  

da o moral tiene precisamente un car cter satisfactivo, consistente es dar añ á  

la  v ctima  una  ayuda  o  auxilio  que  le  permita  atenuar  sus  efectos,í  

moriger ndolos  o  haci ndolos  m s  soportables.  En  este  sentido,  se  haná é á  

ejecutado  diversas  obras  de  reparaci n  simb lica:  la  construcci n  deló ó ó  

Memorial del Cementerio General en Santiago en 1993, el establecimiento 

del D a Nacional del Detenido Desaparecido, el que se conmemora el 30 deí  
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agosto; la construcci n del Museo de la Memoria y los Derechos Humanos,ó  

entre otros que detalla.

De lo expresado puede concluirse que los esfuerzos del Estado por 

reparar a las v ctimas de violaciones a los derechos humanos han cumplidoí  

todos los est ndares internacionales de justicia transicional y han provistoá  

indemnizaciones  acordes  con  la  realidad  econ mica  nacional  queó  

efectivamente  han  apuntado  a  compensar  a  las  v ctimas  por  los  da os,í ñ  

morales y patrimoniales. Por eso, las indemnizaciones solicitadas en autos y 

el  c mulo de reparaciones que aludi ,  pretenden compensar  los  mismosú ó  

da os ocasionados por los mismos hechos. No procede por tanto, compensarñ  

dichos da os nuevamente. As  se pronunci  la Corte Suprema en el falloñ í ó  

Domic Bezic, Maja y otros con Fisco, Rol 4.753-2001, lo que reiter  enó  

fallo de 30 de enero de 2013.

Agrega que organismos internacionales como la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos ha valorado positivamente la pol tica de reparaci ní ó  

de violaciones de derechos humanos chilena, al punto de denegar otro tipo 

de  reparaci n  pecuniaria  luego  de  tomar  en  consideraci n  los  montosó ó  

pagados por el Estado por pensiones, beneficios y prestaciones p blicas. Asú í 

por ejemplo en el Caso Almonacid con Chile. 

Por su parte, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la 

ONU ha considerado los beneficios de establecer un sistema compensatorio 

nico  para  todas  las  v ctimas,  que  no  genere  desigualdades.  En  igualú í  

sentido,  Lira  da  cuenta  de  lo  problem tico  de  dar  lugar  nuevamente  aá  

demandas  de  indemnizaciones  de  perjuicios,  lo  que  genera  un  acceso 

desigual a la justicia y a las reparaciones generando el efecto de debilitar la 

decisi n  pol tica  y  administrativa  de  reparaci n.  El  rechazo  a  estasó í ó  

pretensiones fortalece los programas de justicia transicional.

En segundo t rmino, opone la excepci n de prescripci n extintiva, deé ó ó  

conformidad a lo dispuesto en el art culo 2332 del C digo Civil en relaci ní ó ó  

con el art culo 2497 del mismo texto. De acuerdo con el relato f ctico delí á  

demandante, la privaci n de libertad y torturas se inici  el 18 de septiembreó ó  

de  1973  y  se  mantuvo  por  aproximadamente  8  d as.  Entendiendoí  

suspendida la prescripci n durante el per odo de dictadura militar, por laó í  

imposibilidad de las v ctimas de ejercer las acciones legales correspondientesí  
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ante los tribunales de justicia, hasta la restauraci n de la democracia, a laó  

fecha de notificaci n de la  demanda de autos,  igualmente transcurri  eló ó  

plazo de prescripci n de 4 a os contemplados en la norma citada.ó ñ

En  subsidio,  opone  la  excepci n  respecto  del  plazo  de  5  a osó ñ  

contemplado para las acciones y derechos del art culo 2515 en relaci n coní ó  

el art culo 2514 del C digo Civil, ya que entre la fecha en que se habr aí ó í  

hecho  exigible  el  derecho  a  indemnizaci n  y  la  anotada  fecha  deó  

notificaci n de la acci n civil, transcurri  con crecer el plazo contempladoó ó ó  

en  la  primera  de  dichas  normas.  Agrega  que  la  imprescriptibilidad  es 

excepcional y requiere siempre declaraci n expl cita, la que no existe en esteó í  

caso. Pretender que la responsabilidad del Estado sea imprescriptible, sin 

texto constitucional o legal expreso, llevar a a situaciones extremadamenteí  

graves y perturbadoras. Cabe recordar que la prescripci n es una instituci nó ó  

universal y de orden p blico. Efectivamente, las normas del T tulo XLII delú í  

Libro IV del C digo Civil y en especial las de su P rrafo I que la consagranó á  

se han estimado siempre de aplicaci n general y no solo al derecho privado.ó  

Entre estas normas est  el art culo 2497 del C digo Civil, que manda aá í ó  

aplicar  estas  normas  de  prescripci n  a  favor  y  en  contra  del  Estado.  ó

Luego, cabe destacar que la responsabilidad que se atribuye al Estado 

y la  que se  reclama en contra de particulares  tiene  la  misma finalidad: 

resarcir  un  perjuicio  extrapatrimonial,  en  este  caso,  a  trav s  de  uné  

incremento patrimonial del afectado.

Finalmente, a ade que no hay conflicto alguno entre la Constituci nñ ó  

Pol tica y la regulaci n del C digo Civil en cuanto a la prescripci n. Loí ó ó ó  

habr a si aquellos textos la prohibieran o si el derecho interno no admitieraí  

la  reparaci n  judicial  oportunamente  formulado.  En  ausencia  de  eseó  

conflicto, no hay contradicci n normativa. En la especie, el ejercicio de lasó  

acciones ha sido posible durante un n mero significativo de a os, desde queú ñ  

el demandante estuvo en situaci n de hacerlo. ó

Posteriormente, refiere sentencia de unificaci n de jurisprudencia deó  

demanda de indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco por hechosó  

acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, de 

21 de enero de 2013, autos Rol 10.665-2011, en la cual se dispuso que: 
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-  El  principio  general  que  debe  regir  en  la  materia  es  el  de 

prescriptibilidad  de  la  acci n  de  responsabilidad  civil,  de  modo  que  laó  

imprescriptibilidad como toda excepci n, debe ser establecida expresamenteó  

y no construida por analog a o interpretaci n extensiva.í ó

-  Los  tratados  internacionales  invocados,  especialmente  el  Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, la Convenci n Americana deí ó  

Derechos  Humanos,  el  Convenio  de  Ginebra  sobre  Tratamiento  de 

Prisioneros de Guerra y la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de losó  

Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidad, no contienení í  

norma alguna que declare la imprescriptibilidad de la responsabilidad civil, 

sino solo relativa a la responsabilidad penal.

-  No  existiendo  una  norma  especial  que  determine  qu  plazo  deé  

prescripci n  debe  aplicarse  en  estos  casos,  debe  recurrirse  al  derechoó  

com n, que se representa en este caso por la regulaci n del C digo Civilú ó ó  

relativa  a  la  responsabilidad  extracontractual,  art culo  2332  que  fija  uní  

plazo de 4 a os desde la perpetraci n del acto.ñ ó

- Que no obstante la letra de dicho precepto, el plazo debe contarse 

no desde la desaparici n del secuestrado, sino desde que los titulares de laó  

acci n indemnizatoria tuvieron conocimiento y contaron con la informaci nó ó  

necesaria para hacer valer el derecho al resarcimiento del da o.ñ

Sobre el contenido patrimonial de la acci n indemnizatoria que seó  

ejerce,  agrega  que  se  debe  aplicar  las  normas  del  C digo  Civil  sobreó  

prescripci n,  dado que  lo  pretendido  es  el  ejercicio  de  una  acci n  queó ó  

persigue hacer efectiva la responsabilidad extracontractual del Estado. 

Aun cuando el  demandante  formula  alegaciones  en  cuanto  a  que 

dicha acci n ser a imprescriptible conforme al derecho internacional de losó í  

derechos  humanos,  ninguno  de  los  que  la  contraria  cita  contempla  la 

imprescriptibilidad de las acciones civiles derivadas de delitos o cr menes deí  

lesa humanidad o que proh ban la aplicaci n del derecho interno en estaí ó  

materia, lo que ha sido reiterado por la Corte Suprema en los autos Rol 

1.133-06, caratulados Neiva Rivas, Gloria con Fisco de Chile . “ ”

En  consecuencia,  no  habiendo  norma  expresa  de  derecho 

internacional  de  derechos  humanos  debidamente  incorporada  al 

ordenamiento  jur dico  interno  que  disponga  la  imprescriptibilidad  de  laí  
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obligaci n estatal de indemnizar, no puede tampoco aplicarse por analog aó í  

la  imprescriptilibad  en  materia  penal,  por  lo  que  debe  rechazarse  la 

demanda de autos, al encontrarse prescrita la acci n deducida.ó

En subsidio de lo anterior, formula las siguientes alegaciones sobre la 

naturaleza de la indemnizaci n solicitada y del excesivo monto pretendido:ó

Sobre el da o moral, cabe considerar que este consiste en la lesi n oñ ó  

detrimento que experimenta una persona, en general,  en sus atributos o 

cualidades  inmateriales,  lo  que  depender  de  las  secuelas  sufridas  coná  

motivo  de  los  hechos  se alados  en  el  libelo  y  de  conformidad  a  losñ  

antecedentes que obran en autos en la etapa probatoria. 

Los  da os  no  patrimoniales  recaen  sobre  elementos  de  dif cil  oñ í  

imposible estimaci n pecuniaria, ya que su contenido no es econ mico, o aló ó  

menos no directamente. 

En t rminos generales, la indemnizaci n de perjuicios tiene por objetoé ó  

restablecer el equilibrio destruido por el hecho il cito, otorgando a la v ctimaí í  

un valor  equivalente  a  la  cuant a  del  da o sufrido,  para  ponerla  en elí ñ  

mismo estado que ten a antes del acto da oso. Por ende, su indemnizaci ní ñ ó  

no  se  determina  cuantificando,  en  t rminos  econ micos,  el  valor  de  laé ó  

p rdida  o  lesi n  experimentada,  sino  solo  otorgando  a  la  v ctima  unaé ó í  

satisfacci n, ayuda o auxilio que le permita atenuar el da o, morigerarlo oó ñ  

hacerlo m s soportable, mediante una cantidad de dinero u otro medio, queá  

en  su  monto  o  valor  sea  compatible  con  esa  finalidad  meramente 

satisfactiva.  Es en esta  perspectiva  que hay que regular  el  monto  de  la 

indemnizaci n,  que  debe  ser  un  procedimiento  destinado  a  atenuar  losó  

efectos  o  el  rigor  de  la  p rdida  extrapatrimonial  sufrida.  No  resultaé  

procedente  invocar  la  capacidad  econ mica  del  demandante  y/oó  

demandado para fijar la cuant a de la indemnizaci n. No habiendo normaí ó  

legal que establezca una excepci n relativa a la capacidad econ mica habró ó á 

de estarse al principio general y b sico de la cuantificaci n conforme a laá ó  

extensi n del da o, con absoluta prescindencia del obligado al pago. Lasó ñ  

cifras pretendidas en autos resultan excesivas teniendo en consideraci n lasó  

acciones y medidas de reparaci n adoptadas por el Estado y los montosó  

promedios fijados por los tribunales en esta materia.
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En subsidio, alega que en todo caso la fijaci n del da o moral debeó ñ  

considerar  todos  los  pagos  recibidos  a  trav s  de  los  a os  por  el  actor,é ñ  

conforme a las leyes de reparaci n que se al , que seguir  percibiendo aó ñ ó á  

t tulo de pensi n, como tambi n los beneficios extrapatrimoniales que estosí ó é  

cuerpos legales contemplan, todos los que buscan reparar el da o moral. Deñ  

no accederse en estos t rminos, se producir a un doble pago por un mismoé í  

hecho. 

Hace presente que los reajustes solo pueden devengarse en caso que la 

sentencia que se dicte acoja la demanda y establezca esa obligaci n, adem só á  

de que se encuentre firme y ejecutoriada. Con anterioridad a ello, ninguna 

obligaci n de indemnizar tiene su parte, por lo que no hay suma que debaó  

reajustarse. 

Sobre  los  intereses,  el  art culo  1551  del  C digo  Civil  estableceí ó  

expresamente  que  el  deudor  no  est  en  mora  sino  cuando  ha  sidoá  

judicialmente reconvenido y ha retardado el cumplimiento de la sentencia. 

En presentaci n de 15 de junio de 2022, el actor evacu  r plica.ó ó é

Sobre la excepci n de reparaci n integral opuesta por el demandado,ó ó  

no  se  ve  norma  alguna  que  haga  lugar  a  la  incompatibilidad  con  la 

indemnizaci n  solicita  en  autos.  La  defensa  fiscal  solo  se  basa  en  laó  

suposici n de que esta normativa de car cter asistencial y administrativa fueó á  

dictada para reparar el da o moral sufrido por las v ctimas violaciones deñ í  

los derechos humanos, la que fue asumida voluntariamente por el Estado y 

que no significa  en  caso  alguno  la  renuncia  de  la  v ctima a  ejercer  laí  

presente  acci n  judicial.  Al  efecto,  cita  los  autos  Rol  C-5.834-2014ó  

caratulada  Pinto  con  Fisco  de  Chile ,  confirmada  por  sentencia  de“ ”  

reemplazo de la  Corte  Suprema,  conociendo de recurso de casaci n enó  

causa Rol 796-2016, que ha sostenido que dicha excepci n es improcedente.ó  

Las  normas  invocadas  por  el  Fisco  son  presentadas  de  manera 

contradictoria con las normas y principios del derecho internacional y que 

son pertinentes al caso, pues pondr a a nuestra legislaci n en una posturaí ó  

sin sentido, al no responder al orden l gico, arm nico y coherente que debeó ó  

tener, al integrar las normas de derecho internacional a trav s de normaé  

expresa, como lo es el art culo 5 inciso 2  de la Constituci n Pol tica. Elí ° ó í  

art culo  24  inciso  1  de  la  Ley  N 19.123  demuestra  armon a  entre  laí ° ° í  
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normativa y la internacional, quedando de manifiesto que la postura del 

Fisco  no  es  viable,  entre  otras,  en  la  causa  Rol  C-30.539-2009  del  7° 

Juzgado Civil de Santiago, la que cita. La normativa invocada no contempla 

incompatibilidad  alguna  con  la  indemnizaci n  perseguida  y  no  esó  

procedente suponer que se dict  para reparar todo da o moral inferido a lasó ñ  

v ctimas, ya que se trata de formas distintas de reparaci n y que asume elí ó  

Estado voluntariamente.  Ello no supone una renuncia de las partes o la 

prohibici n para que el sistema jurisdiccional declare su procedencia por losó  

medios que autoriza la ley. 

Respecto  a  la  excepci n  de  improcedencia  de  la  indemnizaci nó ó  

alegada  por  haber  sido ya  indemnizado su representado,  refiere  el  caso 

rdenes Guerra y otros v/s. Chile, en el cual la Comisi n consider  que lasÓ ó ó  

v as  de  reparaci n  administrativa  y  judicial  son  complementarias  y  noí ó  

excluyentes.  Al  respecto  el  Estado  destac  que  en  paralelo  al  cambioó  

jurisprudencial la Corte Suprema ha reconocido el car cter complementarioá  

de  las  reparaciones  econ micas  otorgadas  mediante  las  leyes  deó  

recuperaci n de la democracia en 1990 con las indemnizaciones obtenidasó  

v a  judicial.  La  misma  Corte  Interamericana  respecto  al  programaí  

administrativo  de  reparaciones  se  ha  pronunciado  con  anterioridad 

valor ndolo  positivamente,  en  los  casos  Almonacid  y  Garc a  Lucero.á í  

Adem s,  consider  que  el  criterio  jurisprudencial  prevaleciente  a  nivelá ó  

interno acerca de la complementariedad es razonable en relaci n con eló  

derecho  de  las  v ctimas  de  acceder  a  la  justicia  para  solicitar  unaí  

declaratoria judicial de responsabilidad estatal, sea para que se efect e unaú  

determinaci n  individual  de  da os,  o  para  cuestionar  la  suficiencia  oó ñ  

efectividad de reparaciones recibidas con anterioridad.

En cuanto a la excepci n de prescripci n formulada en subsidio poró ó  

la contraria,  repite que recurrir al derecho com n en este tipo de casosú  

resulta  en  un  incumplimiento  por  parte  del  Estado  a  los  Tratados 

Internacionales  de  Derechos  Humanos.  La  acci n  ejercida  es  coherenteó  

conforme se desprende de la Constituci n Pol tica, en concordancia con losó í  

principios generales de Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

Refiere una serie de fallos donde se acoge la inaplicabilidad del derecho 

com n a casos como el de autos y adem s el fallo pronunciado por la Corteú á  
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Interamericana de Derechos Humanos en el caso rdenes Guerra y otrosÓ  

v/s.  Chile.  Reitera  que  la  normativa  aplicable  a  la  especie,  tales  como 

Declaraci n Universal de Derechos Humanos, Convenci n de Viena sobreó ó  

Derecho  de  los  Tratados,  Estatuto  de  Roma  de  la  Corte  Penal 

Internacional, Convenci n Americana de Derechos Humanos, Convenci nó ó  

de Ginebra de 1949, Convenci n sobre Imprescriptibilidad de los Cr menesó í  

de Guerra y de Lesa Humanidad, Reglamento de la Haya de 1907, Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, Resoluci n 2005/35 de 19 deí ó  

abril de 2005 de la Comisi n de Derechos Humanos, Convenci n sobre laó ó  

Tortura y otros tratos o penas crueles inhumanos y degradantes, Resoluci nó  

N 60/147 de 21 de marzo de 2006 de la Asamblea General de las Naciones°  

Unidas, Principios y Directrices b sicos sobre el derecho de las v ctimas deá í  

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 

de violaciones graves del  derecho internacional humanitario a interponer 

recursos  y  obtener  reparaciones,  Pacto  de  San  Jos  de  Costa  Rica,é  

Constituci n Pol tica y Ley N 20.357, entre otras, es de derecho p blico,ó í ° ú  

constituyendo normativa internacional humanitaria de car cter jus cogen,á  

por lo que el Estado no puede pretender eludir su responsabilidad en el 

presente  caso,  dado  que,  atendido  principalmente  el  art culo  5  de  laí  

Constituci n, un l mite a la soberan a y por tanto al derecho interno loó í í  

constituye justamente los derechos esenciales que emanan de la naturaleza 

humana, torn ndose inadecuada la aplicaci n del C digo Civil, que entrá ó ó ó 

en  vigencia  en  1857,  para  resolver  casos  de  violencia  internacionales, 

masivas y sistem ticas a derechos esenciales de un sector de habitantes delá  

Estado.

Sobre  el  monto  solicitado,  este  es  de  plena  justicia,  por  las 

caracter sticas del da o causado a su representado.í ñ

Finalmente,  cita  una  serie  de  sentencias  que  se alan  lañ  

imprescriptibilidad de la acci n civil as  como el rechazo a considerar que laó í  

indemnizaci n se encuentra pagada por el Fisco. ó

En presentaci n de 24 de junio de 2022,  ó la demandada evacu  laó  

d plica, reiterando lo ya expuesto en su contestaci n.ú ó

Por resoluci n de 20 de junio de 2022, se recibi  la casa a prueba.ó ó
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Por resoluci n de 7 de septiembre de 2022, se cit  a las partes a oiró ó  

sentencia.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que don Mario Armando Cortez Mu oz, abogado, enñ  

representaci n de don Dar o Del Transito Le n L pez, demanda al Estadoó í ó ó  

de Chile, por responsabilidad civil, solicitando se reconozca que fue v ctimaí  

de  detenci n  y  prisi n  ilegal,  torturas  y  apremios  ileg timos;  y  se  leó ó í  

indemnice  la  suma  de  $300.000.000  o  las  cantidades  que  este  tribunal 

estime en derecho, con los reajustes e intereses correspondientes, con costas.

Los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho se encuentran 

consignados en la parte expositiva de la presente sentencia.

SEGUNDO: Que el Fisco de Chile solicita el rechazo de la demanda 

y  las  excepciones  de  pago  y  la  prescripci n  extintiva  de  la  acci nó ó  

indemnizatoria;  en  virtud  de  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho 

tambi n transcritos en lo expositivo de este fallo. Adem s se ala que losé á ñ  

tanto los reajustes como los intereses solo pueden contarse desde que, en el 

caso que una hipot tica sentencia condenatoria, se encuentre ejecutoriada.é

TERCERO:  Que  la  detenci n  ilegal  y  arbitraria  y  la  tortura  deó  

personas ha sido catalogado como un crimen de lesa humanidad, esto es, 

est n dirigidos a afectar la vida misma de las personas en su aspecto m sá á  

b sico y trascendente, del cual los pa ses, entre los que se encuentra Chile,á í  

se han comprometido a evitar y, una vez producidos, sancionar. Siendo este 

caso de particular gravedad por cuanto no se encuentra discutido por la 

demandada que don  Dar o del Transito Le n L pez  í ó ó  ha sido v ctima deí  

violaciones a sus Derechos Humanos, cometidos por agentes del Estado.

CUARTO:  Que,  no  obstante,  este  reconocimiento  t cito,  paraá  

acreditar  sus  pretensiones  la  parte  demandante  vino  en  acompa ar  lañ  

siguiente prueba documental: 

-  extracto  de  N mina  de  personas  reconocidas  como  v ctimas“ ó í ” 

realizada por la Comisi n Nacional sobre prisi n Pol tica y Tortura, p ginaó ó í á  

92, en la que aparece individualizada la actora con el N 4624.°

-  Informe  psicol gico  realizado  por  la  psic loga  do a  Carolinaó ó ñ  

Canales Cort s a fin de determinar la existencia de posibles da os y secuelasé ñ  
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psicol gicas en el actor, producto de la prisi n policita y tortura de la queó ó  

fue v ctima. En el apartado Conclusiones  se indica lo siguienteí “ ”

Puedo  concluir  que  la  v ctima  presenta  trastorno  de  estr s  post“ í é  

traum tico  de  car cter  grave  y  extremo,  da os  y  secuelas  psicol gicas,á á ñ ó  

f sicas,  y  alteraciones  en  su  salud  mental,  hay  elementos  claves  que  seí  

encuentran  asociados  a  detonantes  o  acelerantes,  como  actos,  fechas, 

palabras, personas, trabajos, uniformados, autoridades de orden en general, 

y principalmente con los recuerdos de abusos que debi  enfrentar, todo enó  

relaci n  con  los  acontecimientos  que  debi  enfrentar  como  v ctima  deó ó í  

prisi n pol tica y tortura durante la dictadura militar chilena, periodo 1973ó í  

a 1990.

Observaciones: Corresponde se alar, que las personas que han sidoñ  

sometidas a abusos extremos como ocurre en este caso, pueden variar en sus 

evaluaciones, pudiendo presentar distintas, nuevas y m s graves reacciones,á  

las que se pueden activar dependiendo de los eventos que se presenten en su 

vida,  por  ello  es  aconsejable  que siempre se  encuentren bajo cuidado y 

atenci n, lo que tambi n es complejo debido a los traumas que poseen, yaó é  

que estos los a slan y no piden ayuda.  í ”

- Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura,ó ó í  

cap tulos III, V y VIII.í

- Norma t cnica para la atenci n en Salud de Personas Afectadas poré ó  

la Represi n Pol tica Ejercida por el Estado en el periodo 1973-1990, deló í  

Ministerio de Salud.

-  Presentaci n  Caracter sticas  del  da o  y  trauma  en  afectadosó “ í ñ  

directos  de violaciones a los  DDHH , realizada por el  psic logo Freddy” ó  

Silva,  Coordinador  Equipo  Especializado  PRAIS,  Servicio  de  Salud 

Aconcagua, de 16 de octubre de 2017.

-  Presentaci n  Transgeneracionalidad  del  da o ,  realizada  por  eló “ ñ ”  

psic logo Freddy Silva, Coordinador Equipo Especializado PRAIS, Servicioó  

de Salud Aconcagua, de 16 de octubre de 2017.

- Conferencia Internacional Consecuencias de la Tortura en la Salud“  

de la Poblaci n Chilena , del Ministerio de Salud de Chile.ó ”

Código: CVBBXDSGKDF

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-3515-2021
 

Foja: 1
- Informe en t rminos generales sobre las secuelas dejadas en el planoé  

de  la  salud  mental  relacionadas  con  las  violaciones  a  los  Derechos 

Humanos, cometidas durante la dictadura militar, elaborado por PRAIS y 

suscrito por la psic loga do a Paula Hinojosa Oliveros.ó ñ

- Art culo Represi n Pol tica, Da o Transgeneracional y el Rol delí “ ó í ñ  

Estado  como  Agente  Reparador ,  realizado  por  don  Sergio  Beltran,”  

psic logo cl nico del programa PRAIS de la Araucan a Norte. ó í í

- Informe Algunos problemas de salud mental detectados por equipo“  

psicol gico-psiqui trico , realizado por la Vicaria de la Solidaridad.ó á ”

- Informe Algunos Factores de Da o a la Salud Mental , realizado“ ñ ”  

por la Vicaria de la Solidaridad.

- Informe Trabajo Social, una experiencia solidaria en la promoci n“ ó  

y  defensa  de  los  Derechos  Humanos ,  realizado  por  Victoria  Baeza”  

Fern ndez,  Norma  Mu oz  Pe ailillo,  Mar a  Luisa  Sep lveda  Edwards,á ñ ñ í ú  

Ximena Taibo Grossi, asistentes sociales del Departamento Jur dico de laí  

Vicaria de la Solidaridad, de abril de 1987.

-  Informe Salud Mental  y  Violaciones  a  los  Derechos  Humano ,“ ”  

realizado por el equipo de salud de la Vicaria de la Solidaridad integrado 

por los doctores. Andr s Donoso, Guillermo Hern ndez, Ramiro Olivares,é á  

el Psic logo Sergio Lucero, y la auxiliar de enfermer a Janet Ulloa, de junioó í  

de 1989. 

-  Informe Efectos con la salud f sica y mental  en la poblaci n a“ í ó  

consecuencia  de  la  represi n  en  las  protestas  y  otras  acciones  masivasó ” 

realizado por el equipo de profesionales de la salud de La Vicaria de la 

Solidaridad,

- Estudio de salud mental en presos pol ticos en periodo de transici ní ó  

a la democracia, realizado por el neuropsiquiatra Jacobo Riffo y la Psic logaó  

Viviane  Freraut  del  equipo  de  salud  mental  del  DITT  (Detenci n,ó  

Investigaci n y Tratamiento de la Tortura) y CODEPU (Corporaci n deó ó  

Promoci n y Defensa de los Derechos del Pueblo). ó
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- Estudio Significado psicosocial de la tortura, tica y reparaci n ,“ é ó ”  

realizado por do a Elisa Neumann, psic loga, y por don Rodrigo Erazo,ñ ó  

psiquiatra, del equipo m dico psiqui trico de FASIC. é á

-  Monograf a  Lo  Igual  y  lo  Distinto  en  los  Problemasí “  

Psicopatol gicos Ligados a la Represi n Pol tica , realizada por el psiquiatraó ó í ”  

Mario Vidal del Centro de Salud Mental y Derechos Humanos. 

- Estudio Trauma Pol tico y Memoria Social  realizado por E. Lira y“ í ”  

M.  Castillo,  del  Instituto  Latinoamericano  de  Salud  Mental  y  Derechos 

Humanos. 

- Ponencia Tortura y Trauma Psicosocial , realizada por el m dico“ ” é  

psiquiatra  Carlos  Madariaga,  miembro  del  Comit  Directivo  y  directoré  

cl nico  de  CINTRAS,  integrante  del  Consejo  Internacional  deí  

Rehabilitaci n para Victimas de la Torturas. ó

-  Estudio  Consecuencias  Psicosociales  de  la  Represi n  Pol tica ,“ ó í ”  

realizado por la psic loga Elizabeth Lira. ó

-  Monograf a  Aspectos  Psicosociales  de  la  Represi n  Durante  laí “ ó  

Dictadura , realizado por do a Mar a Teresa Almarza, psic loga del Centro” ñ í ó  

de Salud Mental y Derechos Humanos. 

- Monograf a Tortura y trauma: El viejo dilema de las taxonom así “ í  

psiqui tricas , realizada por el psiquiatra Carlos Madariaga, de CINTRAS. á ”

-  Estudio  Las  peores  cicatrices  no  siempre  son  f sicas:  la  tortura“ í  

psicol gica ,  realizado  por  el  doctor  Hern n  Reyes,  de  la  divisi n  deó ” á ó  

asistencia de la Cruz Roja Internacional.

QUINTO:  Que por su parte, la parte demandada acompa  a losñó  

autos  ordinario  N 4792-7552,  de  23  de  junio  de  2022,  emitido  por  el°  

Instituto de Previsi n Social, que informa beneficios de reparaci n a favoró ó  

del demandante en su calidad de v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura.í ó í

SEXTO: Que de los documentos acompa ados, fluye que el actor fueñ  

detenido ilegalmente  por agentes  estatales  el  18 de septiembre de 1973, 

sometido a crueles torturas f sicas y psicol gicas que le causaron gran da o,í ó ñ  

con secuelas en su desarrollo emocional, lo que ha sido reconocido por el 
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propio Estado como violaciones a los derechos humanos, circunstancias por 

las cuales se le ha dado el car cter de v ctima en documentos oficiales.á í

S PTIMO:  É Que en  cuanto  a  ser  el  actor  beneficiario  de  la  Ley 

N 19.992 que les otorgan una pensi n, en efecto esta y otras reparaciones° ó  

simb licas , son reparaciones satisfactivas que emanan de los Principios y“ ó ”  

Directrices fijados por las Naciones Unidas en el a o 2005, como est ndaresñ á  

m nimos de reparaci n en su aceptaci n gen rica, que est n dirigidos a darí ó ó é á  

cuenta  de  constricci n  p blica  y  apoyo  inmediato  a  las  v ctimas  deó ú í  

violaciones de Derechos Humanos, pero que no quedan agotados all , alí  

punto,  que  incluso  la  Corte  Interamericana  ha  sostenido  que  las 

reparaciones  pecuniarias  pueden  ser  reclamadas  al  Estado,  no  obstante 

haber sido dirigidas acciones contra los responsables directos, por lo que 

parece atendible que no pueda impedirse, en primer lugar, el ejercicio de la 

acci n  de  indemnizaci n  por  da o moral  a  los  tribunales  ordinarios  deó ó ñ  

justicia, m s a n si las transgresiones que han dado origen a la pretensi ná ú ó  

reparatoria, se realizaron como acci n de plan de gobierno contra civiles.ó

OCTAVO: Que por lo dem s, en el caso espec fico de que se trata,á í  

tampoco ha sido demostrado por la demandada que haya sido compensado 

el da o presuntamente generado, ni siquiera por acciones generales, ya queñ  

el solo hecho de haberse realizado por el Estado obras de car cter universal,á  

no conlleva necesariamente la mitigaci n individual de los afectados.ó

NOVENO: Que tambi n se ha se alado por la demandada que laé ñ  

acci n  indemnizatoria  se  encuentra  prescrita,  por  cuanto  la  detenci nó ó  

arbitraria y tortura tuvieron lugar en 1973, y que aun cuando se estimara 

que el plazo debe contarse desde el retorno del gobierno democr tico oá  

desde el Informe de Verdad y Reconciliaci n, los 4 a os que prescribe eló ñ  

art culo 2332 del C digo Civil o incluso los 5 a os del art culo 2515 delí ó ñ í  

mismo cuerpo legal, habr an transcurrido largamente hasta la fecha de laí  

notificaci n de la presente demanda civil, al Fisco de Chile, ocurrido el 17ó  

de mayo de 2022.

D CIMO:  É Que lo anterior ser a de este modo si se atendiera a lasí  

normas de derecho privado, ya que en efecto desde la mirada positivista de 

resguardo del derecho de propiedad y la libre circulaci n de los bienes, esó  

decir, desde la protecci n patrimonial, tanto al Fisco como a los privados,ó  
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deben ser tratados en igualdad de condiciones y aplic rsele la instituci n deá ó  

la  prescripci n para adquirir  bienes  y extinguir  deudas.  As  lo se al  eló í ñ ó  

propio Bello en el Mensaje del C digo Civil, cuando expresa Innovacionesó “  

no  menos  favorables  a  la  seguridad  de  las  posesiones  y  al  cr ditoé  

encontrar is en el t tulo De la Prescripci n .é í ó ”

UND CIMO:  É Que, sin embargo lo indicado, Chile forma parte de 

una comunidad internacional que ha establecido no solamente establecer en 

los instrumentos internacionales que los rigen,  un beneficio mutuo como 

Estados  contratantes,  sino  con un objeto y  fin  determinado,  cual  es  la“  

protecci n  de  los  derechos  fundamentales  de  los  seres  humanos,ó  

independiente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como 

frente  a  los  otros  Estados  contratantes.  Al  aprobar  estos  tratados  sobre 

derechos humanos, los Estados se someten a un orden legal dentro del cual 

ellos, por el bien com n, asumen varias obligaciones, no en relaci n conú ó  

otros  Estados,  sino  hacia  los  individuos  bajo  su  jurisdicci n  ( )ó … 1 .  Lo”  

anterior implica establecer en la base del an lisis y aplicaci n delá ó  concepto 

de responsabilidad a la v ctima y al principio Pro Persona, esto es, debiendoí  

preferir, privilegiar o favorecer la aplicaci n de aquella norma que otorgue“ ó  

una mayor protecci n a los derechos de la persona, independientemente sió  

dicha norma se encuentra en un tratado internacional o en una disposici nó  

de derecho interno2 .”

DUOD CIMO: É Que en efecto las Naciones Unidas aprobaron, en el 

a o 2005, los Principios y Directrices relativos a los derechos de las v ctimasñ í  

en casos de violaciones a los derechos humanos y derecho internacional 

humanitario, se alando que debe darse a las v ctimas una reparaci n plenañ í ó  

y efectiva, restituci n, indemnizaci n, rehabilitaci n, satisfacci n y garant aó ó ó ó í  

de no repetici n. ó

D CIMO TERCERO: Que entonces el imperativo de protecci n yÉ ó  

reparaci n en casos de violaci n a los derechos humanos emana del derechoó ó  

internacional y es un principio del Derecho Internacional P blico aplicableú “  

directamente en el sistema normativo nacional frente al incumplimiento de 

1 Corte IDH. OC-2/82, citado en Tratado Jurisprudencial de Derecho Administrativo. Responsabilidad 
Internacional  del  Estado  en  la  Jurisprudencia  Internacional  y  la  Experiencia  Chilena ,  Tomo XVII.”  
Claudio Nash, p g. 12.á
2 Op. Cit, p g. 13, cita propia de ponencia en el Centro de Estudios Constitucionales Universidad deá  
Talca, septiembre de 2012.
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obligaciones internacionales y posee una base normativa de rango superior a 

la ley civil”3.

D CIMO CUARTO: Que la Constituci n Pol tica de la Rep blicaÉ ó í ú  

en su art culo 5  inciso 2  se ala que La soberan a reside esencialmente ení ° ° ñ “ í  

la Naci n. Su ejercicio se realiza por el pueblo a trav s del plebiscito y deó é  

elecciones peri dicas y, tambi n, por las autoridades que esta Constituci nó é ó  

establece. Ning n sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse seú  

su ejercicio.

El ejercicio de la soberan a reconoce como limitaci n el respeto a losí ó  

derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los 

rganos del Estado respectar y promover tales derechos, garantizados poró  

esta Constituci n, as  como por los tratados internacionales ratificados poró í  

Chile y que se encuentren vigentes .”

D CIMO  QUINTO:  Que  los  art culo  6  y  7  de  la  CartaÉ í ° °  

Fundamental  disponen  el  principio  de  legalidad  de  los  actos  estatales, 

estableciendo  expresamente  la  nulidad  de  aquellos  que  se  aparten  del 

mandato constitucional y por aplicaci n del art culo 5  de los Tratados– ó í °  

Internacionales- generando responsabilidad y sanciones. 

D CIMO SEXTO: Que la Convenci n sobre la ImprescriptibilidadÉ ó  

de  los  Cr menes  de  Guerra  y  de  los  Cr menes  de  Lesa  Humanidad,í í  

establece en su art culo 1  que stos son imprescriptibles, cualquiera queí ° é “  

sea la fecha en que se hayan cometido .”

D CIMO S PTIMO: Que a su vez el Convenio de Ginebra sobreÉ É  

tratamiento de los Prisioneros de Guerra, se ala en su art culo 29 que lasñ í “  

Altas  Partes  Contratantes  se  comprometen  a  tomar  todas  las  oportunas 

medidas legislativas para determinar las adecuadas sanciones penales que se 

han de aplicar a las personas que hayan cometido, o dado orden de cometer 

una  cualquiera  de  las  infracciones  graves  contra  el  presente Convenio 

definidas en el art culo siguiente. Cada una de las partes contratantes tendrí á 

la  obligaci n  de  buscar  a  las  personas  acusadas  de  haber  cometido,  uó  

ordenado cometer, una quiera de las infracciones graves y deber  hacerlasá  
3 “Tratado Jurisprudencial  de Derecho Administrativo. Responsabilidad Internacional del Estado en la 
Jurisprudencia Internacional y la Experiencia Chilena , Tomo XVII. Claudio Nash Rojas, P g. 134.” á
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comparecer  ante  los  propios  tribunales,  sea  cual  fuere  su  nacionalidad. 

Podr  tambi n, si lo prefiere, y seg n  las condiciones provistas en la propiaá é ú  

legislaci n, entregarlas para que sean juzgadas por otra Parte Contratanteó  

interesada, si sta ha formulado contra ellas cargos suficientes Cada Parteé  

Contratante tomar  las oportunas medidas para que cesen, aparte de lasá  

infracciones graves definidas en el art culo siguiente, los actos contrarios aí  

las disposiciones del presente Convenio. Los inculpados se beneficiar n, ená  

todas las circunstancias, de garant as de procedimiento y libre defensa, queí  

no podr n ser inferiores a las previstas en los art culos 105 y siguientes delá í  

presente Convenio.”

A su vez, el art culo 130 expresa que Las infracciones graves a lasí “  

que se refiere el art culo anterior son las que implican uno cualquiera de losí  

actos siguientes si se cometen contra personas o bienes protegidos por el 

Convenio:  el  homicidio  intencional,  la  tortura  o  los  tratos  inhumanos, 

incluidos los experimentos biol gicos, el hecho de causar deliberadamenteó  

grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad f sica o laí  

salud, el hecho de forzar a un prisionero de guerra a servir a las fuerzas 

armadas de la Potencia enemiga, o el hecho de privarlo de su derecho a ser 

juzgado  legitima  e  imparcialmente  seg n  las  prescripciones  del  presenteú  

Convenio.”

Y  el  art culo  131  establece  Ninguna  Parte  Contratante  podrí “ á 

exonerarse, ni exonerar a otra Parte Contratante, de las responsabilidades 

en que haya incurrido ella misma y otra parte Contratante a causa de las 

infracciones previstas en el art culo anterior .í ”

D CIMO  OCTAVO:  Que  la  Convenci n  Americana  de  losÉ ó  

Derechos del Hombre en su art culo 1  prescribe que Los Estados Partesí ° “  

de esta Convenci n se comprometen a respetar los derechos y libertadesó  

reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 

que est  sujeta a su jurisdicci n, sin discriminaci n alguna por motivos deé ó ó  

raza, color, sexo, idioma, religi n, opiniones pol ticas o de cualquier otraó í  

ndole, origen nacional o social, posici n econ mica, nacimiento o cualquierí ó ó  

otra condici n social.ó
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Para los efectos de esta convenci n, persona es todo ser humano .ó ”

D CIMO NOVENO:  Que  por  ltimo,  la  Convenci n  de  VienaÉ ú ó  

sobre los Derecho de los Tratados, indica en su art culo 27 en cuanto alí  

derecho interno y la observancia de los tratados, que Una Parte no podr“ á 

invocar  las  disposiciones  de  su  derecho  interno  como  justificaci n  deló  

incumplimiento de un tratado. Esta norma se entender  sin perjuicio de loá  

dispuesto en el art culo 46 . í ”

VIG SIMO: Que la obligaci n de reparaci n ntegra entonces emanaÉ ó ó í  

de  la  aplicaci n  preferente  al  derecho  internacional  de  los  derechosó  

humanos para cumplir los compromisos que el Estado chileno ha contra doí  

y aplicar dichos tratados de buena fe4. Normas internacionales que son de 

aplicaci n preferente en nuestro ordenamiento interno, al tenor de lo que“ ó  

dispone el art culo 5  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, por sobreí ° ó í ú  

aquellas disposiciones de orden jur dico nacional que posibilitar an aludir lasí í  

responsabilidades en que ha incurrido el Estado chileno y que invoca el 

Consejo de Defensa del Estado en resguardo de los intereses fiscales ( )… 5 .”

VEG SIMO PRIMERO: Que en este caso se trata entonces de unÉ  

crimen de lesa humanidad en que las acciones de reparaci n integral noó  

han prescrito, puesto que la condici n de imprescriptibilidad de la acci nó ó  

indemnizatoria en este caso, emana de la naturaleza de los bienes jur dicosí  

protegidos a la luz de los principios generales del derecho internacional que 

tiene rango supra legal, por aplicaci n del art culo 5  de la Constituci nó í ° ó  

Pol tica de la Rep blica, ya citado; sin que pueda invocarse derecho internoí ú  

de menor jerarqu a para desatenderlas. Por lo cual tambi n las alegacionesí é  

principal y subsidiaria de prescripci n de la acci n de responsabilidad. ó ó

VIG SIMO SEGUNDO: Que conforme se ha probado y reconocido,É  

las acciones delictuales fueron cometidas por agentes del Estado; siendo su 

actuar una contravenci n directa a las normas del derecho internacional yó  

los principios constitucionales de los art culo 6 y 7.í

VIG SIMO  TERCERO:  Que  el  art culo  38  de  la  Constituci nÉ í ó  

Pol tica  de  la  Rep blica  se ala  que  Una  ley  org nica  constitucionalí ú ñ “ á  
4 Op. Cit. P g. 161á
5 Caso lvaro Corval n Castilla con Fisco de ChileÁ á .
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determinar  la organizaci n b sica de la Administraci ná ó á ó  P blica, garantizarú á 

la carrera funcionaria y los principios de car cter t cnico y profesional ená é  

que  deba  fundarse,  y  asegurar  tanto  la  igualdad  de  oportunidades  deá  

ingreso  a  ella  como  la  capacitaci n  y  el  perfeccionamiento  de  susó  

integrantes.

Cualquier  persona  que  sea  lesionada  en  sus  derechos  por  la 

Administraci n  del  Estado,  de  sus  organismos  o  de  las  municipalidades,ó  

podr  reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de laá  

responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el 

da o . ñ ”

VIG SIMO  CUARTO:  Que  de  esta  manera,  encontr ndoseÉ á  

acreditado el il cito, la responsabilidad del Estado y la circunstancia de queí  

la  detenci n  y  tortura  de  la  v ctima,  no  habr a  tenido  lugar  si  laó í í  

intervenci n de funcionarios estatales no se hubiera producido, s lo quedaó ó  

dar por establecida la responsabilidad del Estado de Chile en el secuestro y 

apremios  f sicos  y psicol gicos  infligidos a don Dar o del  Tr nsito  Le ní ó í á ó  

L pez.ó

VIG SIMO  QUINTO:  Que  la  responsabilidad  trae  consigo  laÉ  

indemnizaci n de los perjuicios causados, reparaci n que se ha solicitado enó ó  

relaci n al da o moral sufrido por el actor.ó ñ

VIG SIMO SEXTO: Que para acreditar el da o moral sufrido seÉ ñ  

tendr  en  cuenta  el  informe  m dico  y  psicol gico  que  se  refiere  a  lasá é ó  

afectaciones f sicas y emocionales sufridas por el demandante, producto deí  

los  hechos  delictuales  cometidos  por  agentes  del  Estado  y  que  han 

permanecido luego de m s de 30 a os de ocurridos los hechos.á ñ

VIG SIMO  S PTIMO:  Que  en  cuanto  al  monto  de  laÉ É  

indemnizaci n, se estar  a la circunstancia de que la v ctima era a la pocaó á í é  

de  los  hechos  un  adolescente  y  estudiante,  quien  no  solamente  sufrió 

doloroso da o f sico, sino que presenci  la extrema crueldad de sus captoresñ í ó  

que  dejaron  huellas  psicol gicas  indelebles.  Un  muchacho  que  veó  

desangrarse a su profesor y presencia el maltrato a su familia y conocidos 

sintiendo terror constante de ser asesinado pierde no solamente y en un 
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instante la inocencia, sino que deja quebrantos en la aproximaci n a unaó  

vida social sana. 

Como adem s este agravio ha permanecido largo tiempo y tenidoá  

influencia  negativa  en  el  desarrollo  integral  actor  se  le  fijará 

prudencialmente la suma de $100.000.000.- sin que ello aparezca que se 

trata  de  un  enriquecimiento  sin  causa  o  un  lucro  improcedente,  como 

pudiere alegar la demandada, sino una m nima reparaci n para un joven,í ó  

ahora hombre adulto mayor que ha esperado tan largo tiempo este gesto 

estatal.

VIG SIMO OCTAVO: Que la referida cantidad ordenada pagar, seÉ  

har  con el  reajuste  del  ndice de  Precios  al  Consumidor  desde que laá Í  

sentencia quede ejecutoriada hasta su pago efectivo, puesto que, en efecto, 

la obligaci n de indemnizar es declarada con la dictaci n de esta sentenciaó ó  

y el reajuste tiene como nico objeto morigerar los efectos de la inflaci n. ú ó

VIG SIMO NOVENO: Que por haber tenido motivo plausible paraÉ  

litigar, el Fisco no ser  condenado en costas. á

En  consecuencia  y  visto  adem s  la  Convenci n  sobreá ó  

Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesaí í  

Humanidad; Convenio de Ginebra sobre tratamiento de los Prisioneros de 

Guerra;  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos;  Convenci n  deó ó  

Viena sobre los Derechos de los  Tratados; art culos 5, 6, 7 y 38 de laí  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  art culo  4  de  la  Ley  N 18.575.-ó í ú í ° °  

Org nica Constitucional sobre Bases de la Administraci n del Estado; Leyesá ó  

N 19.123.- y N 19.980.-; y art culos 144, 170 y 254 y siguientes del C digo° ° í ó  

de Procedimiento Civil,  se acoge la demanda, y se dispone que el Estado 

de Chile debe pagar como indemnizaci n de perjuicios por da o moral aó ñ  

don Dar o del Transito Le n L pez, la suma de í ó ó $100.000.000.-, con los 

reajustes que se indican en el considerando vig simo octavo, sin costas.é

Reg strese, notif quese y arch vese.í í í
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Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  once  de Enero de dos mil veintitr sé
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